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Un grupo de investigadores analizó más de 142 000 documentos oficiales y llegó a una conclusión: la
provincia de Chaco, en el noreste de Argentina, auspició el desmonte de más de 500 000 hectáreas
de bosque nativo protegido durante 15 años, entre 2009 y 2024. No fue necesario modificar la Ley
Nacional de Bosques para alentar la deforestación, ya que se utilizaron decretos y trámites administrativos
para perforar la normativa nacional y dar vía libre al desmonte, según detalla el estudio realizado por los
científicos.

Este trabajo de investigación fue liderado por investigadores de la Universidad Nacional de Mar del Plata,
el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet), la Universidad de Buenos Aires
(UBA) y la Universidad Humboldt de Berlín, Alemania. Tiene un contexto internacional: los bosques secos
están desapareciendo debido a la expansión agrícola y la extracción de madera, impulsadas por el



consumo en el extranjero, determina el estudio.

«El reglamento de deforestación de la Unión Europea (UE), que entrará en vigor a fines de 2026, aborda
este problema al exigir que las importaciones a la UE se produzcan cumpliendo con las leyes de protección
forestal de sus países de origen». Sin embargo, en la provincia de Chaco y otras provincias que forman
parte de la región chaqueña, como Santiago del Estero, Formosa y Salta, la deforestación avanza para la
producción sojera -principalmente para la alimentación de ganado-, ganadería y para extraer productos
madereros (madera, carbón y extractos de tanino).

La investigación identificó seis mecanismos para sortear la Ley Nacional de Bosques y lograr el desmonte
en la provincia: recategorización de predios, permisos desvirtuados, sobreexplotación de
madera, “blanqueo” de origen irregular, multas mínimas y actualización del mapa provincial para correr
los límites.

Esta deforestación tuvo lugar en la zona del bosque conocido como el Impenetrable chaqueño, ubicado en
la región del Chaco Sudamericano, la segunda región boscosa más grande de Sudamérica y donde los
pueblos indígenas, como los qichí, gom y moqoit, denuncian la destrucción de sus territorios.



El estudio recolectó 15 042 permisos de uso forestal, 127 632 guías de transporte de madera y decisiones oficiales tomadas entre 2009
y 2024 en la provincia de Chaco. Foto: cortesía Matías Mastrángelo

Estos seis mecanismos fueron implementados, según el estudio, por actores públicos y privados que
«relajaron la ley provincial de Ordenamiento Territorial de Bosques para eludir los estándares mínimos de
la ley nacional argentina de protección de bosques». Así, ampliaron las áreas donde se podría producir
madera o productos agrícolas en cumplimiento de las políticas transnacionales contra la deforestación.

Los autores afirman que «para evitar que estas respuestas desadaptativas se propaguen a otras regiones
productoras, los países importadores deberían exigir productos que generen cero deforestación bruta».

Matías Mastrangelo, especializado en ambiente, conservación y sustentabilidad y unos de los autores del
estudio, explicó a Mongabay Latam que esta investigación revela que solo la región de bosque llamada
el Impenetrable, en la provincia de Chaco, perdió alrededor de 500 000 hectáreas de bosque
nativo, el 90 % de toda la deforestación registrada en la provincia durante el periodo analizado,
entre 2009 y 2025.



Entre las normas analizadas, Mastrángelo tomó una como ejemplo: el decreto provincial 2157/22
transformó zonas catalogadas en la Ley de Bosques como zonas amarillas (donde está prohibida la
deforestación total del área) en zonas verdes, habilitando el desmonte total de esas zonas de bosque
nativo.

“Nosotros calculamos que alrededor de 370 000 hectáreas de bosque protegido se perdieron en estos 15
años mediante estos mecanismos. De esa cifra, 270 000 fueron desmontadas de forma ilegal, sin
ningún tipo de permiso. A esas 370 000 que ya se perdieron es posible que haya que sumarles las más de
200 000 hectáreas por la actualización del mapa de la provincia y ahí hablamos de más de medio millón
de hectáreas que se perderían por estos seis mecanismos”, detalló Mastrángelo.

La actualización del mapa de la provincia de Chaco es el nuevo Ordenamiento Territorial de Bosques
Nativos (OTBN), sancionado bajo la Ley Provincial número 4005-R. Este mapa redefine las zonas de
conservación ambiental (rojo, amarillo y verde) que regulan el uso del suelo y los permisos
forestales en el territorio.

El experto añadió que auditaron 15 042 permisos de uso del bosque, 127 632 guías de transporte forestal
y múltiples expedientes tramitados entre 2009 y 2024. Además, detalló que una “porción
significativa” de la superficie afectada correspondía a categorías de alto (zona roja) y mediano
valor de conservación (zona amarilla), donde el cambio de uso del suelo está prohibido o regulado por la
ley nacional, respectivamente.

Las maniobras que abrieron el desmonte
La investigación detalla los seis dispositivos administrativos que se utilizaron para avalar el desmonte en
supuesta complicidad con la autoridad forestal chaqueña. La primera es la recategorización de
predios, que consta en la modificación del mapa de zonificación para pasar de áreas protegidas a
categorías que autorizan el desmonte.

El segundo dispositivo son los permisos silvopastoriles desvirtuados, que son autorizaciones para
manejo integrado que terminaron ejecutándose como tala rasa y sustitución total de la cubierta vegetal.



En 2024, la provincia de Chaco modificó su Ordenamiento Territorial de Bosques. Foto: cortesía Martín Katz/Greenpeace Argentina

Luego viene la sobreexplotación maderera, que involucra permisos de extracción otorgados por
encima de las tasas naturales de regeneración del bosque.

El cuarto mecanismo es el blanqueo de madera, que son los esquemas de regularización e
incorporación al circuito comercial de productos forestales extraídos de desmontes ilegales.

Además, detectaron las multas no disuasorias: la aplicación de sanciones económicas cuyos montos
resultaron insignificantes frente al beneficio financiero del cambio de uso del suelo.

Por último, están las actualizaciones del Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos (OTBN),
que redujeron de manera sustancial la superficie bajo protección estricta. Esto fue llevado
adelante por las autoridades de la provincia de Chaco.

“La intención con la que los propietarios desmontan estos bosques protegidos apelando a este tipo de
maniobras es sembrar la soja o maíz, o para sembrar pasturas y criar ganado. Sin embargo, esta



zona es muy seca y frágil, ya que tiene suelos que rápidamente pierden su fertilidad cuando se les quita el
bosque. No es una zona agrícola o ganadera”, afirmó Mastrángelo.

Mongabay Latam contactó a ex autoridades de la provincia de Chaco que tuvieron a su cargo el área
ambiental y de bosques durante los años en que los investigadores señalan la aplicación de estas
maniobras, pero no logró respuestas. También se contactó al equipo de comunicación del actual gobierno
provincial, pero tampoco emitieron un pronunciamiento sobre este tema.

La investigación revela seis dispositivos administrativos que se utilizaron para avalar el desmonte o deforestación en la provincia de
Chaco. Foto: cortesía Martín Katz/Greenpeace Argentina

Mastrángelo afirmó que él también intentó contactarse con la actual gestión del gobierno de Chaco para
mostrar los resultados del estudio y emitir algunas recomendaciones. “A pesar de mostrar esta
evidencia, ellos siguen con la insistencia de ampliar la frontera agropecuaria y de seguir yendo
en contra de sus bosques y de las familias que habitan en estos bosques”, dijo el experto.

Andrés Nápoli, director de la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) y quien no participó del



estudio, afirmó a Mongabay Latam que el Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos (OTBN) es
una herramienta fundamental para proteger los ecosistemas forestales de Argentina. Sin
embargo, advirtió que las actualizaciones en la provincia de Chaco hacen evidentes inconsistencias
legales, técnicas y procedimentales en estos procesos.

Además, el experto detalló que los ajustes en los trámites administrativos violan principios ambientales
clave, como los de no regresión -la imposibilidad de dar marcha atrás con una norma de protección
ambiental- y progresividad -que implica la modernización y digitalización de trámites-, además de
afectar directamente a las comunidades locales, especialmente indígenas, que habitan en estos territorios.

“Estas medidas representan un retroceso ambiental preocupante, ya que buscan habilitar el
desmonte indiscriminado en un área clave para la biodiversidad. Con estos mecanismos se
institucionaliza un incentivo perverso, promoviendo el negocio de la madera proveniente de
desmontes ilegales. Todo esto implica un retroceso enorme para la protección de los bosques nativos
chaqueños y consolida un modelo de explotación insostenible”, remarcó Nápoli.

El bosque chaqueño en riesgo
Chaco es una de las provincias argentinas más afectadas por la deforestación. En 2024 se perdieron
casi 40 000 hectáreas de bosque nativo a pesar de las restricciones legales vigentes, de
acuerdo con el monitoreo de la organización Greenpeace Argentina. Luego vino una baja considerable en
las cifras que se debió a que la Justicia Federal de Chaco ordenó suspender los desmontes a mediados de
2024. Aún así, en 2025 se perdieron otras 17 000 hectáreas de bosque nativo en la provincia.

En el estudio se destaca que las tácticas administrativas observadas en la provincia de Chaco guardan
marcadas similitudes con procesos de erosión institucional documentados en la Amazonía
brasileña y peruana, así como en el Cerrado, otro ecosistema boscoso clave de Sudamérica. Por ello, el
caso chaqueño se posiciona como un modelo de estudio clave para comprender cómo se debilitan las
políticas de conservación ambiental aun con marcos regulatorios vigentes, según detalló Mastrángelo.



Chaco es una de las provincias argentinas más afectadas por la deforestación. En 2024 se perdieron casi 40 000 hectáreas de bosque
nativo. Foto: cortesía Matías Mastrángelo

El experto añadió que estos hallazgos adquieren especial relevancia en la coyuntura actual argentina, en
la que se reactivan debates legislativos sobre reformas a la Ley 26.331 de presupuestos mínimos de
protección ambiental para el manejo sostenible y la conservación de los bosques nativos, y
cuando varias provincias revisan sus ordenamientos territoriales para reducir las áreas
protegidas de bosque.

“El estudio deja abiertos interrogantes centrales sobre el impacto real en la biodiversidad, la disponibilidad
del recurso hídrico, las comunidades locales y la efectividad de los controles e incentivos financieros
previstos por el Estado nacional”, dijo Mastrángelo.

Según la investigación, entre el 16 % y el 28 % de los permisos habilitaron la extracción de entre
dos y tres veces la cantidad de madera que es posible extraer sosteniblemente. Ese excedente,
dijo Mastrángelo, permite incorporar al circuito legal madera proveniente de zonas rojas o de desmontes
sin permiso.



También aparecen las “autorizaciones especiales”, que permiten a empresas de carbón y
tanino comprar madera de áreas desmontadas ilegalmente. En 2024, el 55 % de la madera
extraída en la provincia del Chaco proviene de desmontes ilegales con este tipo de
autorizaciones.

Según el estudio, las multas tampoco funcionaron como freno. En 2024, solo con la venta del
quebracho colorado, un propietario pudo pagar la sanción y conservar una ganancia inmediata
de 126.5 dólares por hectárea.

Ese mismo año, la provincia de Chaco modificó su Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos
(OTBN): excluyó de estrictos controles 270 000 hectáreas desmontadas ilegalmente y redujo la
protección de otras 220 000. Así, casi medio millón de hectáreas quedaron habilitadas para el desmonte.

*Imagen principal: el estudio sostiene que se burló la Ley Nacional de Bosques para flexibilizar la
protección de bosque nativo en la provincia de Chaco, Argentina. Foto: cortesía Martín Katz/Greenpeace
Argentina
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